FERE-CECA

ESCRITO DE ALEGACIONES

EXCMO. SR. PRESIDENTE DEL CONSEJO DE ESTADO

Expte. núm. 2397/2010

DON LUIS CENTENO CABALLERO, mayor de edad, con DNI 2616030-X, en su calidad de Abogado de la FEDERACIÓN ESPAÑOLA DE RELIGIOSOS DE ENSEÑANZA-TITULARES DE CENTROS CATÓLICOS (FERE-CECA), con domicilio a efecto de notificaciones en la sede social de la entidad, Calle Hacienda de Pavones, 5, 28030 MADRID, en su nombre y representación, ante ese Consejo comparezco y como mejor proceda en Derecho,
EXPONE:
Primero.- Que FERE-CECA es un organismo de Derecho Pontificio, con personalidad jurídica propia, inscrita en el Registro de Entidades Religiosas del Ministerio de Justicia con el número 468-SE/D, con legitimación para este asunto por defender los intereses educativos de las entidades religiosas que se dedican a la educación y  a la enseñanza, como se observa en sus Estatutos especialmente en los artículos 1,5 y concordantes. 

Segundo.- Que FERE-CECA solicitó y le fue concedida AUDIENCIA en el expediente número 2397/2010, relativo al Proyecto de Real Decreto por el que se establecen los aspectos básicos a los que deben someterse los conciertos educativos, mediante escrito de fecha 7 de diciembre de 2010, concediendo un plazo de siete días hábiles para evacuar por escrito dicho trámite. 
Tercero.- Que por el presente, dentro del plazo concedido al efecto, esta parte formaliza ESCRITO DE ALEGACIONES al Proyecto de Real Decreto por el que se establecen los aspectos básicos a los que deben someterse los conciertos educativos remitido por el Ministerio de Educación a ese Alto Cuerpo Consultivo, en relación con los siguientes artículos: 
1. Artículo 6. Sujetos del concierto.

Se propone añadir un punto 4 con la siguiente redacción:
“4. Las relaciones entre la administración educativa y el titular del centro privado concertado quedarán sometidas al Título IV de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común”.
Breve motivación:
El titular del centro concertado es una persona física o jurídica, y en este último caso, de naturaleza privada. Por lo tanto, las relaciones entre el titular del centro y la Administración, deberán someterse siempre y en todo lugar a las normas contenidas en el Título IV de la Ley 30/1992, de procedimiento administrativo común, disposición que rige la relación entre Administración y administrado o ciudadano. En ningún caso, el Centro privado concertado pierde su naturaleza privada por el hecho de suscribir el concierto educativo y en ningún caso, dicho Centro pasa a depender de la Administración educativa y a someterse a una relación jerárquica con respecto a las autoridades educativas competentes (al contrario de lo que ocurre con los Centros públicos).
2. Artículo 10. Ejecución de los conciertos.
“2. Las cantidades correspondientes a los restantes gastos de funcionamiento de los centros se abonarán por la Administración educativa a los titulares de los mismos”.

Breve motivación: 


Se propone recuperar el término “mensualmente” después de “se abonarán”, tal y como figuraba en el borrador remitido al Consejo Escolar del Estado (julio 2010) y a la Comisión de Educación (septiembre 2010). 

La supresión del término “mensualmente” responde a las peticiones de las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura en la Comisión General de Educación del 1 de septiembre de 2010, tal y como aparece en el Borrador de Acta que obra en el expediente administrativo, y deja totalmente desprotegidos a los centros privados concertados frente a los retrasos arbitrarios de la Administración en el pago de las cantidades asignadas para el funcionamiento de los mismos. No es procedente que se incluya esta petición de las Comunidades Autónomas que precisamente suelen incumplir su obligación actual de abono mensual de dicha partida de “Otros Gastos”. Es esencial que se mantenga la obligación del abono “mensual” de dichas cantidades para garantizar el normal funcionamiento de dichos Centros que por su carácter no lucrativo, no disponen de líneas de crédito ni de fondos propios para realizar de otro modo, los pagos mensuales al personal de administración y servicios, proveedores, contratas, suministros de electricidad, teléfono o agua, etc.



Actualmente existe la obligación del abono mensual en virtud de las Leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado. En su defecto, se aplicaría el Real Decreto 2377/1985, que prevé un abono “por trimestre” (artículo 34). Sin embargo, este Real Decreto de 1985 quedará derogado por el nuevo Real Decreto de Conciertos, produciéndose una evidente inseguridad jurídica y desprotección de los titulares de los Centros concertados.
3. Artículo 13. Obligaciones del titular del centro privado concertado.
 “Sin perjuicio del carácter privado de los centros concertados, por el concierto educativo el titular del centro se obliga a cumplir y a hacer cumplir las normas establecidas en el título IV de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, las establecidas en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y en este real decreto”.
Breve motivación: 

Se propone suprimir la expresión “y hacer cumplir”, por cuanto supone una obligación excesiva y de imposible cumplimiento, ya que no depende del titular la actuación de terceros, ni tiene el centro privado ninguna autoridad sobre ellos.
4. Artículo 14. Obligación de gratuidad.
“4. La percepción de cantidades determinadas en concepto de actividades escolares complementarias deberá ser autorizada por la Administración educativa correspondiente previa propuesta del consejo escolar del centro. Las cuotas en concepto de actividades extraescolares deberán ser aprobadas por el consejo escolar del centro y comunicadas a la Administración educativa correspondiente. Las Administraciones educativas establecerán el procedimiento de aprobación de los servicios escolares que presten los centros y de sus correspondientes cuotas”. 

Breve motivación: 
Se propone añadir después de “actividades extraescolares”, la expresión “y servicios complementarios”, puesto que el Tribunal Supremo ha ratificado por sentencia de 23 de enero de 2007 la sentencia previa del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 43/2002 de 25 de enero, que señala que la actual redacción del artículo 51 de la Ley Orgánica reguladora del Derecho a la Educación (LODE, 1985), impide que las Administraciones autonómicas impongan un régimen de autorización administrativa  para las actividades extraescolares y los servicios.

No obstante, para evitar interpretaciones erróneas, puesto que en el apartado 4 de este artículo se cita expresamente el concepto “actividades extraescolares”,  se plantea añadir también el término “servicios complementarios”.

Por otro lado, la frase “las administraciones educativas establecerán el procedimiento de aprobación de los servicios escolares que presten los centros” no se ajusta exactamente al texto de la LODE, que señala que las administraciones REGULARÁN las actividades extraescolares y los servicios escolares.  “Aprobar” presupone control de la administración sobre los servicios que puede establecer o no el centro. Por eso se sugiere  la supresión de esta frase del borrador, o la sustitución de la palabra “aprobación”.
5. Artículo 21. Justificación de otros gastos.
“El consejo escolar del centro aprobará de forma conjunta por todas las enseñanzas concertadas del centro, a la finalización del curso escolar o del ejercicio económico, las cuentas justificativas de los otros gastos. Las Administraciones educativas establecerán el trámite y el plazo para la aportación por el titular del centro docente concertado de la certificación del acuerdo del consejo escolar”. 

Breve motivación:
Se propone añadir al comienzo del artículo “A propuesta del titular ...”, puesto que la aprobación de cuentas justificativas la realiza el Consejo Escolar del Centro siempre a propuesta de entidad titular del mismo, como sujeto obligado por el concierto educativo ante la Administración.
6. Artículo 24. Solicitud.
“Los titulares de los centros privados que, cumpliendo los requisitos del artículo 22 de este real decreto, deseen acogerse al régimen de conciertos a partir de un determinado curso académico, lo solicitarán a la Administración educativa competente”. 
Breve motivación: 
Se propone añadir al final del artículo “...en el mes de enero anterior al inicio del curso”.
En base a la seguridad jurídica, debe mantenerse el plazo del mes de enero para solicitar los conciertos, actualmente en vigor desde la entrada en vigor del Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, que aprobó el vigente Reglamento de Normas Básicas de Conciertos, siendo imprescindible mantener una convocatoria anual en fecha determinada. La actual referencia a enero permitía solicitar conciertos aunque la Administración educativa no publicara orden de conciertos o no recogiera algún nivel educativo en la misma.

7. Artículo 28. Satisfacción de las necesidades de escolarización.
“De acuerdo con lo establecido en el artículo 109 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, las Administraciones educativas dispondrán de la programación de la red de centros, a la que deberán referirse para atender a las necesidades de escolarización y la participación de los centros concertados en la satisfacción de las mismas”. 
Breve motivación:

Se propone retomar la redacción de este artículo incluida en la versión remitida al Consejo Escolar del Estado (julio 2010) y a la Comisión Nacional de Educación (1 septiembre 2010), que indica:

“De acuerdo con lo establecido en el artículo 109 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, las Administraciones educativas deberán realizar la programación de la red de centros, a la que deberán referirse para atender a las necesidades de escolarización y la participación de los centros concertados en la satisfacción de las mismas”. 

Por cuanto la redacción remitida al Consejo de Estado el 2 de noviembre de 2010, modifica el sentido correcto del artículo 109 de la Ley Orgánica de Educación (2006) y jurídicamente no es correcto utilizar la expresión “dispondrán de la”, que indica que la Administración “va a disponer de la programación de la red de centros” (¿para sus fines?, ¿en su beneficio?), cuando lo pertinente es que la Administración “debe realizar” dicha programación (no disponer de ella).
8. Artículo 31. Constitución del Consejo Escolar del Centro.
1. “Formalizado el concierto, el titular deberá adoptar las medidas precisas para la constitución del consejo escolar del centro y consiguiente designación del director.” 
2. “Las vacantes que se produzcan en el consejo escolar del centro se cubrirán de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 60 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. No obstante, se exceptuarán de este procedimiento aquellas vacantes que se cubran por quienes, encontrándose en algunas de las situaciones previstas en la legislación, tengan derecho a reincorporarse al puesto de trabajo”.

Breve motivación: 

Se proponen las siguientes mejoras técnicas:

· Aptdo. 1: añadir al final la expresión “o directores”, a fin de recoger la posibilidad de más de un director en los centros integrados con varios niveles concertados, como de hecho se produce en la mayoría de Comunidades Autónomas en la actualidad.
· Aptdo. 3: añadir después de “vacantes” la expresión “del personal docente” y suprimir “que se produzcan en el consejo escolar” puesto que la redacción del Proyecto confunde vacantes del Consejo Escolar con vacantes del personal docente. A éstas últimas se refiere art. 60 de la LODE (1985) y no a las vacantes del Consejo Escolar.
9. Artículo 35. Designación definitiva del director.
“La designación definitiva del director tendrá lugar una vez constituido el consejo escolar del centro y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación”.

Breve motivación: 
Se propone añadir después de “director” la expresión “o directores”, a fin de recoger la posibilidad de más de un director en los centros integrados con varios niveles concertados. De hecho, las Administraciones educativas abonan complementos de dirección a cada uno de los Directores académicos de nivel educativo (Primaria, Secundaria, etc).
10. Artículo 36. Solicitud de renovación del concierto educativo.

“Los Centros privados que deseen renovar un concierto educativo lo solicitarán a la Administración educativa competente”.

Breve motivación: 

Se propone incluir la renovación automática del concierto, siempre que ambas partes no manifiesten su oposición a tal medida y se mantengan las condiciones que dieron lugar a su concesión, en aras a la simplificación administrativa y mejora de la regulación, tal y como plantea el propio Ministerio de la Presidencia (Secretaría de Estado para la Función Pública), en su INFORME de fecha 20 de julio de 2010 que obra en el expediente administrativo y que en su letra B) AL CONTENIDO, indica literalmente:

“Como medida directa para la reducción de cargas administrativas, se plantea la necesidad de que la renovación del concierto pueda realizarse de forma automática por parte de la Administración educativa, siempre y cuando ni ésta ni el centro privado concertado se muestren contrarios a tal renovación y no existan otras circunstancias que modifiquen el contenido del concierto inicialmente firmado”.

11. Artículo 37. Condiciones para la renovación.
1. La renovación de los conciertos está condicionada a que el centro siga cumpliendo los requisitos que determinaron su aprobación, ajustándose en todo caso, a la programación de la red de centros en los términos que establece el artículo 109 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y la disposición adicional séptima de este real decreto. En todo caso se mantendrá que la relación media alumnos/profesor por unidad escolar sea igual o superior a la que determine la Administración educativa teniendo en cuenta la existente para los centros públicos de la comarca, municipio o, en su caso, distrito en el que esté situado el centro”. 
Breve motivación: 
Se proponen las siguientes mejoras:

a) Sustituir la expresión “está condicionada” por “se producirá siempre que ...”, tal y como dispone el artículo 43 del Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Normas Básicas sobre Conciertos Educativos, a fin de otorgar la necesaria seguridad jurídica a dicha renovación.
b) Mantener la redacción de la segunda parte de Apartado 1 del artículo 37 en la versión del Proyecto de Real Decreto remitida al Consejo Escolar del Estado (julio 2010) y a la Comisión General de Educación (1 septiembre 2010) que indicaba:

“La renovación de los conciertos [...]. En todo caso, se entiende que un centro satisface necesidades de escolarización cuando la relación media alumnos/profesor por unidad escolar es igual o superior a la que determine la Administración educativa, teniendo en cuenta la existente para los centros públicos de la comarca, municipio o, en su caso, distrito en el que esté situado el centro”. 

Como puede observarse, la modificación de este Apartado 1 ha sido de suma transcendencia, puesto que en la última redacción remitida al Consejo de Estado desaparece la fórmula objetiva para determinar si un Centro satisface o no necesidades de escolarización. Con ello se pretende dejar a la discreccionalidad de las Administraciones educativas autonómicas la consideración de que un Centro cumple el requisito esencial para acceder al concierto o a su renovación: satisfacer necesidades de escolarización. 
Cabe preguntarse a qué obedece este cambio radical de espíritu del Real Decreto, distorsionando el sentido del artículo 27 de la Constitución, 27 de la LODE y 109 de la LOE: sencillamente a las peticiones de varias Comunidades Autónomas en la reunión de la Comisión General de Educación del 1 de septiembre de 2010, según aparece en el Acta que obra en el expediente. 

· “El Sr. Director General de Política Educativa de Extremadura juzga necesario seguir las necesidades de planificación en la concesión de los conciertos y cree conveniente distinguir entre necesidades de escolarización y demanda. Muestra su preocupación por la redacción del artículo 37.1, por crear un problema de planificación”.
· “El Sr. Viceconsejero de Educación de Castilla-La Mancha plantea dos cuestiones fundamentales que habría que reconsiderar. [...] Por otro, el concepto de necesidades de escolarización que aparece en el artículo 37, cuya referencia solicita que se elimine”.
· El Sr. Viceconsejero de Educación de Andalucía se reafirma en las alegaciones [...] Juzga necesario eliminar del artículo 37.1 el texto que aparece a partir del último punto y seguido, al considerar que corresponde a las Comunidades Autónomas establecer la definición de las necesidades de escolarización”.
Con ello se pone de manifiesto que lo que pretenden las Administraciones educativas es “planificar” la oferta de puestos escolares gratuitos en centros públicos y privados concertados, en lugar de “programar” en atención a las necesidades reales de escolarización. Pretenden que la fijación de dichas necesidades no se base en criterios objetivos como el cumplimiento de una relación media igual o superior a la de los centros públicos de la zona, sino que quede literalmente a su discreción. Esto supone vulnerar claramente la libertad de elección de centro, el derecho de creación de centro, el respeto a los derechos individuales de padres y tutores respecto a sus hijos y pupilos, etc (artículo 27 CE y 109 LOE).
12. Artículo 44. Reiteración de incumplimientos graves de las obligaciones del concierto por parte del titular del centro.
“1. Sin perjuicio de la rescisión del concierto por incumplimiento grave de acuerdo con lo establecido en el artículo 62.6 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, se extinguirá el concierto educativo cuando se produzca la reiteración de incumplimientos graves tipificados en el artículo 62.2 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. Para constatar la reiteración de incumplimientos se aplicarán los criterios establecidos en el artículo 62.3 de la misma ley.
2. La instrucción del expediente administrativo se realizará de acuerdo con las normas contenidas en el título VI de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Breve motivación: 
Se proponen las siguientes mejoras:

a) Respecto al Apartado 1, eliminar la referencia a la extinción del concierto por incumplimiento grave puesto que el artículo 62.6 de la LODE establece literalmente “6. El incumplimiento muy grave del concierto dará lugar a la rescisión del concierto”. Por lo tanto, la redacción del Proyecto de Real Decreto, artículo 44.1, supone un fraude legal manifiesto, ya que extiende la sanción de rescisión de concierto a los incumplimientos graves, cuando la Ley la limita a los incumplimientos muy graves. 
b) Respecto al Apartado 2, la Ley 30/1992 regula el régimen sancionador en su Título IX, por lo que el Reglamento de Conciertos no puede vulnerar dichas garantías con una remisión al Título VI (procedimiento general). Quizás se deba a un simple error, al trasladar directamente lo dispuesto en el Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, de Normas Básicas de Conciertos, que sí aludía al Título VI, pero de la antigua Ley de Procedimiento Administrativo, ya que en ella el Título VI sí hacía referencia al “régimen sancionador”.
13. Disposición Adicional Sexta. Designación del concejal o representante del Ayuntamiento como miembro del Consejo Escolar del centro privado concertado.
“En la designación del concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle radicado el centro escolar que formará parte del Consejo Escolar de los centros privados concertados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 56 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, se tendrá en cuenta la propuesta que realice el titular del centro privado concertado”. 

Breve motivación: 
Se propone mantener la expresión final de esta Disposición Adicional Sexta en su versión presentada ante el Consejo Escolar del Estado (julio 2010) y a la Comisión General de Educación (1 septiembre 2010) que añadía “Dicha designación recaerá en un concejal o cargo electo”.

Y ello por cuanto la incorporación de un representante del Ayuntamiento en los Consejos Escolares de los Centros concertados bordea los principios básicos de la naturaleza jurídica privada de dichos Centros y plantea la necesidad de establecer una mínimas garantías de imparcialidad y neutralidad. 
Por otro lado, la reforma del artículo 56 de la LODE que introdujo la LOE, por el que se incorpora un representante del Ayuntamiento al Consejo Escolar de los centros privados, podría plantear problemas de constitucionalidad respecto del artículo 27.7 de la Constitución. La presencia de otras personas distintas de las enumeradas en dicho precepto debe tener una mínima justificación que podría existir, en su caso, por la especial relación o implicación con la actividad del centro o su financiación. De aquí por ejemplo, la posibilidad de que esté presente un representante del mundo de la empresa en los centros de FP (artículo 56 de la LODE). Pero no es obligatoria y se circunscribe a los centros de FP. 
Sin embargo, la imposición del Concejal a través de la LOE (modificando el artículo 56 d ela LODE), se ha justificado simplemente por estar presente en los Consejos Escolares de los centros públicos y querer trasladar esta medida a los Centros privados concertados. Sin embargo la situación es claramente diferente por fundamentación y naturaleza: el Ayuntamiento suele ser el dueño del edificio del Centro público y desarrolla actividades escolares y extraescolares en los mismos. No es el caso de los centros privados. De lo contrario, por esta vía, el legislador podría también incluir al presidente de la Asociación de Vecinos, al representante del gremio de libreros, a un representante de la Consejería de Sanidad, y así sucesivamente. Además, el Ayuntamiento no financia ningún gasto del Centro concertado: el concierto lo abona la Administración autonómica. 

 En suma, la pregunta clave es la siguiente: ¿tiene algún límite el legislador a la hora de configurar el Consejo Escolar de los Centros privados concertados en función de lo dispuesto en el artículo 27.7 de la Constitución?. Entendemos que sí, y en el caso del Concejal, el legislador lo podría haber traspasado pues nos encontramos con la imposición de un representante del Ayuntamiento en el órgano de gobierno de una entidad privada (que no pierde su naturaleza por el hecho de suscribir un contrato con la Administración para la prestación de un servicio), Ayuntamiento que no financia la actividad del Centro ni participa en la organización de sus actividades.
14. Disposición Transitoria única. Renovación y modificación de conciertos.
“Los procedimientos de renovación y modificación de conciertos que hubieran sido iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto se regirán por lo establecido en el Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, que aprueba el Real Decreto de normas básicas sobre conciertos educativos. La renovación y modificación de conciertos cuyo procedimiento se inicie a la entrada en vigor de este real decreto, se regirán por lo dispuesto el Título V del presente real decreto”.

Breve motivación: 

Han sido detectadas dos erratas en el texto:

a) El Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, aprueba el Reglamento de normas básicas, no el Real Decreto de normas básicas.

b) Falta la preposición “en” antes de “el Título V”.
Y, en mérito de lo expuesto,

SOLICITA a V.E. que tenga por presentado escrito de ALEGACIONES y por evacuado en tiempo y forma el trámite de audiencia, y tras las consideraciones oportunas, incluya en su preceptivo Informe sobre el Proyecto de Real Decreto por el que se establecen los aspectos básicos a los que deben someterse los conciertos educativos, las cuestiones aquí planteadas en defensa de la legalidad vigente.

Es justicia que se solicita en Madrid, a 14 de diciembre de 2010.
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Fdo. Luis Centeno Caballero

EXCMO. SR. PRESIDENTE DEL CONSEJO DE ESTADO.
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